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Número UEC/DJEC/M/325/2019. 

PALACIO LEGISLATIVO, A 2 DE DICIEMBRE DE 2019. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las 

publicaciones del Semanario Judicial de la Federación 

correspondientes al mes de noviembre de 2019. 

 

Con fundamento en los artículos 9, fracciones III y XIV, así como 23, fracción XXIII 

del Reglamento Interior de la Unidad de Evaluación y Control y en cumplimiento al 

Programa de Trabajo de esta Unidad para el ejercicio 2019, se hace de su 

conocimiento lo siguiente: 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes 

de noviembre de 20191, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales 

relevantes para la Unidad de Evaluación y Control: 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. PARA CUMPLIR EL REQUISITO DE 

FUNDAMENTACIÓN DE SU COMPETENCIA TERRITORIAL, BASTA QUE INVOQUE LOS 

PRECEPTOS CONSTITUCIONALES QUE SUSTENTAN SUS FACULTADES PARA FISCALIZAR Y 

PROMOVER LAS RESPONSABILIDADES QUE PROCEDAN, SIN QUE DEBA EXIGIRSE QUE 

DELIMITE SU ÁMBITO DE ACTUACIÓN A ALGUNA UBICACIÓN GEOGRÁFICA ESPECÍFICA. 

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69 DE LA LEY DE 

FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN. EL ESCRITO RELATIVO PUEDE 

PRESENTARSE EN LAS OFICINAS DE CORREOS CUANDO LA RESIDENCIA DEL RECURRENTE 

ESTÉ EN UNA ENTIDAD FEDERATIVA DISTINTA A LA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 18 DE JULIO DE 2016). 

INIC 
RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA. LAS RESOLUCIONES CONCLUSIVAS 

DE LOS PROCEDIMIENTOS SEGUIDOS EN FORMA DE JUICIO ANTE AQUÉLLA ADQUIEREN 

FIRMEZA A PARTIR DE SU EMISIÓN, PARA EFECTOS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS 

OBLIGACIONES A SU CARGO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA. 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA, AUN 

ANTE LA INEXISTENCIA DE ALGUNA DISPOSICIÓN QUE ESPECIFIQUE, EN FORMA DE 

CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS REPROCHABLES. 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 34 DE 

LA LEY FEDERAL RELATIVA ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE PARA DETERMINAR EL 

MOMENTO EN QUE INICIA O SE INTERRUMPE EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 8, 15, 22 y 29 de noviembre de 2019. 
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PREVISTO EN EL PRECEPTO 381, NUMERAL 1, DEL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES (LEGISLACIÓN ABROGADA). 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA 

FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA ANTE LA PROLONGADA OMISIÓN DE LLEVAR A CABO 

ACTUACIONES ENCAMINADAS A INTEGRAR UNA AVERIGUACIÓN PREVIA A SU CARGO, SI 

NO EXISTE UN MOTIVO RAZONABLE QUE LO JUSTIFIQUE. 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS COMETIDAS POR 

UN TRABAJADOR. ES INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN EL JUICIO LABORAL CUANDO 

EXISTE CONFESIÓN FICTA DE ÉSTE, NO DESVIRTUADA CON PRUEBA EN CONTRARIO, EN 

RELACIÓN CON LOS HECHOS QUE LA MOTIVARON. 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES. AL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE VERIFICACIÓN EN LA MATERIA, POR NO TENER UNA 

FINALIDAD SANCIONADORA, LE SON INAPLICABLES LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL 

DERECHO PENAL. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE PROMUEVE POR 

VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE JUICIO POLÍTICO, SE 

ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA 

MATERIA. 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN FINAL O 

CUALQUIER OTRA ACTUACIÓN O DETERMINACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE JUICIO 

POLÍTICO. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

DOCUMENTALES PÚBLICAS REMITIDAS VÍA ELECTRÓNICA PARA LA TRAMITACIÓN DEL 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PARA QUE SE LES RECONOZCA PLENO VALOR 

PROBATORIO ES REQUISITO INDISPENSABLE QUE, AL MOMENTO DE SU ENVÍO, SU OFERENTE 

MANIFIESTE, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, QUE SON COPIA ÍNTEGRA E INALTERADA 

DEL DOCUMENTO IMPRESO. 

COMPETENCIA DE ORIGEN. LA LEGITIMIDAD DE LA DESIGNACIÓN DE UN JUEZ COMO 

COMISIONADO PARA INTEGRAR UNA SALA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

ESTADO DE VERACRUZ, NO PUEDE SER MATERIA DE ANÁLISIS EN EL JUICIO DE AMPARO, AL 

TRATARSE DE UN TEMA RELATIVO A AQUÉLLA. 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE 

AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO POR EL CUAL EL JUEZ DE DISTRITO ORDENA A LA 

AUTORIDAD RECAUDADORA EL COBRO COACTIVO DE LAS MULTAS IMPUESTAS A LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS SEÑALADOS COMO AUTORIDADES RESPONSABLES, POR 

INCUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA PROTECTORA. 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SI SE ACTUALIZA CONTRA LAS 

DETERMINACIONES DE UN PROCEDIMIENTO DE JUICIO POLÍTICO CONTRA UN SERVIDOR 

PÚBLICO, TAMBIÉN LO ES, POR EXTENSIÓN, RESPECTO DE LA EXPEDICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 

QUE SE RECLAMEN. 

AMPARO ADHESIVO. PARA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PUEDA EXAMINAR 

UNA VIOLACIÓN PROCESAL COMETIDA DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DEL 
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PROCEDIMIENTO, EL QUEJOSO ADHERENTE DEBE EXPRESAR, EN ABSTRACTO, EN QUÉ 

FORMA PODRÍA TRASCENDER EN SU PERJUICIO, EN CASO DE OTORGARSE EL AMPARO 

PRINCIPAL. 

AUTORIZADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS AUTORIDADES CON CARÁCTER DE TERCERO 

INTERESADAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA DESIGNARLOS Y, POR TANTO, ÉSTOS NO SE 

ENCUENTRAN LEGITIMADOS PARA INTERPONER RECURSOS DE REVISIÓN. 

 

  



                             Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control  

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

                “2019, Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata"  
 
 

 

INICIO 
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Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Materia(s): (Administrativa)  
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AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. PARA CUMPLIR EL REQUISITO 
DE FUNDAMENTACIÓN DE SU COMPETENCIA TERRITORIAL, BASTA QUE 
INVOQUE LOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES QUE SUSTENTAN SUS 
FACULTADES PARA FISCALIZAR Y PROMOVER LAS RESPONSABILIDADES 
QUE PROCEDAN, SIN QUE DEBA EXIGIRSE QUE DELIMITE SU ÁMBITO DE 
ACTUACIÓN A ALGUNA UBICACIÓN GEOGRÁFICA ESPECÍFICA. 
 
De los artículos 74, fracción VI, segundo párrafo y 79, quinto párrafo, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la Cámara de 

Diputados, a través de la Auditoría Superior de la Federación, está facultada para revisar la 

cuenta pública, derivado de lo cual puede "promover las responsabilidades" que procedan 

a los servidores públicos de los Estados, Municipios, de la Ciudad de México y sus 

demarcaciones territoriales, así como a los particulares. En estas condiciones, el límite 

competencial del órgano de fiscalización señalado está previsto a nivel constitucional y se 

establece en función de quienes ejercen recursos federales, con independencia de su 

ubicación geográfica, dentro o fuera del territorio nacional, pues incluso puede tratarse de 

sujetos de derecho que ejerzan recursos federales en el extranjero, como los servidores 

públicos comisionados en otros países o prestadores de servicios internacionales. Por tanto, 

para cumplir el requisito de fundamentación de su competencia territorial, basta que la 

Auditoría Superior de la Federación invoque los preceptos constitucionales que sustentan 

sus facultades, sin que deba exigirse que delimite su ámbito de actuación a alguna zona 

específica. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 172/2019. Luis Alberto Mendoza Balderas. 11 de octubre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Rolando González Licona. Secretario: Aníbal Jesús García 

Cotonieto. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69 DE LA LEY 
DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN. EL 
ESCRITO RELATIVO PUEDE PRESENTARSE EN LAS OFICINAS DE CORREOS 
CUANDO LA RESIDENCIA DEL RECURRENTE ESTÉ EN UNA ENTIDAD 
FEDERATIVA DISTINTA A LA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 18 DE JULIO DE 2016). 
 

El numeral citado dispone que las sanciones y demás resoluciones que emita la Auditoría 

Superior de la Federación conforme a dicha ley, podrán ser impugnadas por las entidades 

fiscalizadas y, en su caso, por los servidores públicos afectados adscritos a éstas o por los 

particulares, personas físicas o morales, ante la propia entidad, mediante el recurso de 

reconsideración, o bien, mediante el juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa. Ahora, el enunciado normativo "podrán ser impugnadas... ante la propia 

Auditoría Superior de la Federación", admite dos interpretaciones. Una, consistente en que 

el recurso mencionado debe interponerse necesariamente en las oficinas de dicha 

autoridad, es decir, sin posibilidad de presentar el escrito relativo de otra forma. La otra, en 

el sentido de que la norma no establece restricción alguna sobre cómo debe exhibirse el 

ocurso correspondiente, sino que se concreta a señalar la autoridad que interviene en su 

recepción y en la resolución del medio impugnativo, por lo que no proscribe la posibilidad 

de que aquél se presente en las oficinas de correos para que éstas lo remitan a la Auditoría 

Superior de la Federación, en el supuesto de que la residencia del recurrente esté en una 

entidad federativa distinta a la de esa autoridad. A partir de lo anterior, se concluye que la 

segunda interpretación es la más apegada a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en cuanto favorece el respeto y ejercicio de los derechos fundamentales de 

acceso a la justicia y a un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo. En efecto, si el artículo 

impugnado se interpreta en el sentido de que el recurso de reconsideración debe 

entregarse, necesariamente, en la sede de la entidad de fiscalización superior, sin 

posibilidad de hacerlo en las oficinas de correos para que éstas se lo remitan, se configura 

una auténtica fórmula sacramental y rigurosa que impide al particular con un lugar de 

residencia distinto al de la autoridad acceder al medio de defensa mencionado, lo cual 

entorpece la función jurisdiccional en sentido amplio, en virtud del tiempo que éste pierde 
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al trasladarse para presentar el escrito de impugnación e, inclusive, los gastos que ello 

conlleva, en detrimento de los derechos fundamentales indicados, al prevalecer una 

formalidad sobre la eficacia del recurso. Además, esa interpretación sería contraria al 

artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que obliga a que las 

autoridades reconozcan el derecho de toda persona a que se le administre justicia y a que 

se le conceda el derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los tribunales 

competentes que la protejan. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 129/2019. Fernando Delgado Aristi. 22 de agosto de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Moisés Muñoz Padilla. Secretario: Néstor Zapata Cruz. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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Materia(s): (Común)  

Tesis: I.1o.A.48 K (10a.)  

 

DOCUMENTALES PÚBLICAS REMITIDAS VÍA ELECTRÓNICA PARA LA 
TRAMITACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PARA QUE SE LES 
RECONOZCA PLENO VALOR PROBATORIO ES REQUISITO INDISPENSABLE 
QUE, AL MOMENTO DE SU ENVÍO, SU OFERENTE MANIFIESTE, BAJO 
PROTESTA DE DECIR VERDAD, QUE SON COPIA ÍNTEGRA E INALTERADA 
DEL DOCUMENTO IMPRESO. 
 

De conformidad con el actual artículo 3o. de la Ley de Amparo, es optativo para las partes 

presentar sus promociones en forma impresa o electrónica, siendo que, en el segundo 

supuesto, el escrito deberá presentarse mediante el empleo de las tecnologías de la 

información, utilizando la firma electrónica, en términos de la regulación que para tal efecto 

emita el Consejo de la Judicatura Federal. Al desarrollar las atribuciones que sobre el 

particular le fueron conferidas por la ley de la materia y la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, el citado órgano expidió, conjuntamente con la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, el Acuerdo 

General Número 1/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de julio de 2013, 

de cuyo artículo 12, primer y segundo párrafos, e inciso f), se desprende que la presentación 

de documentos, para ser agregados al expediente electrónico, requiere, primero, que sean 

enviados a través de los sistemas electrónicos mediante el uso de certificados digitales de 

firma electrónica y, segundo, que, para su envío, se utilice, precisamente, la Firma 

Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación, lo que será suficiente para que 

produzcan los mismos efectos que los presentados con firma autógrafa. Sin embargo, 

tratándose de las documentales públicas, el acuerdo de referencia prevé que no perderán 

su valor probatorio, siempre y cuando se manifieste, bajo protesta de decir verdad, que el 

documento electrónico relativo es copia íntegra e inalterada del impreso, es decir, 

respecto de esa clase de documentos se estableció una condición especial para que 

produzcan pleno valor probatorio en el juicio de amparo, consistente en la indicada 

protesta, sin la cual, el único valor probatorio que tendrán será el de copias simples. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 197/2019. Fincas y Construcciones de México, S.A. de C.V. 12 de junio 

de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Roberto Zayas 

Arriaga. 

 

Nota: El Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 

Federación (FIREL) y al expediente electrónico citado, aparece publicado en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, 

página 1667, registro digital: 2361. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE 
ACTUALIZA, AUN ANTE LA INEXISTENCIA DE ALGUNA DISPOSICIÓN QUE 
ESPECIFIQUE, EN FORMA DE CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS 
REPROCHABLES. 

 
De acuerdo con los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 

principio de tipicidad, aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los 

servidores públicos, exige que las conductas generadoras de sanciones previstas en las 

leyes se encuentren descritas con conceptos claros, de manera que los juzgadores, al 

realizar el proceso de adecuación de la actuación a la norma, conozcan su alcance y 

significado, lo que, además de brindar seguridad jurídica al servidor público sobre los actos 

u omisiones que tiene prohibido realizar, en atención al puesto, cargo o comisión que 

desarrolle, impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser quien 

define el comportamiento ilícito que se recrimina. No obstante, es innecesario que la 

conducta reprochable se encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma u 

ordenamiento legal, en tanto que el comportamiento negativo de los servidores públicos 

también puede derivar del incumplimiento de las funciones propias e inherentes al servicio 

encomendado, por lo cual, aunque el derecho administrativo sancionador, al igual que el 

derecho penal se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación de la ley y de 

tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un dispositivo normativo que especifique 

cuáles son todas las actividades que a aquéllos corresponden y en qué casos, de no 

cumplirlas, incurren en responsabilidad administrativa, sea motivo suficiente para estimar 

que ésta no se actualiza, sobre todo si se tiene presente que muchas de esas funciones o 

comportamientos que la sociedad espera y demanda de los servidores públicos se hallan 

implícitas en el cargo que desarrollan; de ahí que no requieran mayor descripción. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

274/2019. Directora General de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de la República. 11 

de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: 

Roberto Zayas Arriaga. 
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Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA. LAS RESOLUCIONES 
CONCLUSIVAS DE LOS PROCEDIMIENTOS SEGUIDOS EN FORMA DE JUICIO 
ANTE AQUÉLLA ADQUIEREN FIRMEZA A PARTIR DE SU EMISIÓN, PARA 
EFECTOS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES A SU CARGO EN 
MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 
 

Los artículos 113, fracción XI, de la Ley General y 110, fracción XI, de la Ley Federal, ambas 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen que los sujetos obligados 

por dichos ordenamientos que tramiten expedientes judiciales y procedimientos 

administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado, deben 

reservar la información ahí generada, si su publicación vulnera la conducción de éstos. Así, 

esa regla implica que la divulgación de la información relativa a los procesos judiciales y 

administrativos se encuentra condicionada a la conclusión de éstos por resolución firme 

contra la que no proceda algún medio ordinario de defensa o que, admitiéndolo, se 

hubiere agotado la impugnación relativa. Ahora, en cuanto a los actos de la Comisión 

Federal de Competencia Económica, del artículo 28, párrafo vigésimo, fracción VII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que en su contra no 

procede algún recurso ordinario, sino únicamente el juicio de amparo, entendido como un 

medio extraordinario de defensa. Por tanto, las resoluciones conclusivas que dicha comisión 

dicta en los procedimientos sustanciados ante ella causan estado por ministerio de ley y, 

en consecuencia, a partir de su emisión adquieren firmeza y la calidad de cosa juzgada en 

sentido formal, para efectos del cumplimiento de las obligaciones a su cargo en materia 

de transparencia y acceso a la información pública. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 

COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

Amparo en revisión 109/2018. Afore Sura, S.A. de C.V. y otros. 20 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Mario Jiménez 

Jiménez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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COMPETENCIA DE ORIGEN. LA LEGITIMIDAD DE LA DESIGNACIÓN DE UN 
JUEZ COMO COMISIONADO PARA INTEGRAR UNA SALA DEL TRIBUNAL 
SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE VERACRUZ, NO PUEDE SER 
MATERIA DE ANÁLISIS EN EL JUICIO DE AMPARO, AL TRATARSE DE UN 
TEMA RELATIVO A AQUÉLLA. 
 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en el juicio de amparo no es 

susceptible de analizarse la competencia de origen de la autoridad responsable, es decir, 

la legitimidad de su nombramiento; pues en aquél sólo se estudia la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad del acto reclamado, tal como aparezca probado ante la autoridad 

responsable, por ende, no compete a los órganos del Poder Judicial de la Federación entrar 

en apreciaciones sobre si la autoridad responsable está capacitada o impedida para 

dictar la resolución que se le reclama. Lo anterior es así, toda vez que la competencia que 

puede ser analizada vía jurisdiccional a que se refiere el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, es aquella por razón de materia, grado y territorio 

de las autoridades, puesto que la obligación de la autoridad de cumplir en el acto de que 

se trate, con la fundamentación y motivación requeridas por dicho precepto 

constitucional, se colma en esos términos. En tales condiciones, el examen de la legitimidad 

de un funcionario –competencia de origen– y de la competencia de un órgano supone 

una distinción esencial, pues mientras la primera explica la integración de un órgano y la 

situación de una persona física frente a las normas que regulan las condiciones personales 

y los requisitos formales necesarios para encarnarlo y darle vida de relación orgánica; la 

segunda determina los límites en los cuales un órgano puede actuar frente a terceros. Así, 

el artículo 16 constitucional, no se refiere a la legitimidad de un funcionario ni a la manera 

como se incorpora a la función pública, sino a los límites fijados para la actuación del 

órgano frente a los particulares, ya que son justamente los bienes de éstos su objeto de 

tutela del precepto, en tanto consagra una garantía individual, y no un control interno de 

la organización administrativa. En ese tenor, no pueden ser materia de análisis por parte de 

los órganos del Poder Judicial de la Federación en el juicio de amparo –sea vía indirecta o 

directa– los argumentos del quejoso en que cuestiona la legitimidad –competencia de 

origen– de la designación por parte del presidente del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Veracruz de un Juez como comisionado para integrar una Sala de dicho órgano, 

cualquiera que sea la causa de la irregularidad aducida. Ello, con independencia de la 
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posible responsabilidad administrativa o penal en que pudiera incurrir una persona dotada 

de una investidura irregular o carente de ella. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 258/2019. 29 de agosto de 2019. Mayoría de votos. Disidente: José 

Manuel De Alba De Alba. Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Flavio 

Bernardo Galván Zilli. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), 
DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO POR EL CUAL EL JUEZ 
DE DISTRITO ORDENA A LA AUTORIDAD RECAUDADORA EL COBRO 
COACTIVO DE LAS MULTAS IMPUESTAS A LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
SEÑALADOS COMO AUTORIDADES RESPONSABLES, POR INCUMPLIMIENTO 
A LA SENTENCIA PROTECTORA. 
 

La orden dada por el Juez de Distrito a la autoridad recaudadora, a efecto de que haga 

efectiva una multa impuesta al servidor público señalado como autoridad responsable por 

incumplimiento a la sentencia de amparo, genera un agravio no reparable que hace 

procedente en su contra el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), 

de la ley de la materia. Esto encuentra justificación en que, por cuanto hace a los autos 

dictados después de fallado el juicio de amparo en lo principal, la procedencia del recurso 

mencionado está determinada por los matices propios que distinguen a la etapa de 

ejecución de la sentencia protectora, en que el procedimiento relativo puede ser revisado 

oficiosamente en un eventual incidente de inejecución de sentencia, o bien, en el recurso 

de inconformidad que se haga valer contra el auto que declaró cumplida la ejecutoria. 

Así, el cobro de una multa conlleva la realización de actuaciones a cargo de la autoridad 

recaudadora que tendrán cauce y conclusión autónomos respecto del juicio de amparo 

y, por ende, serán ajenos a la dirección del Juez. En este sentido, la regularidad de esa 

ejecución no será materia de revisión posterior, de modo que ni siquiera de llegarse a 

decidir en el incidente de inejecución de sentencia o en el recurso de inconformidad que 

no debió imponerse multa alguna, el agravio causado por su ejecución a cargo de la 

autoridad recaudadora podría ser reparado, dada la imposibilidad del servidor público de 

disponer del valor pecuniario de la sanción económica que se le hizo efectiva. 

 

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 59/2017. Eduardo Palafox Martínez. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 
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Queja 60/2017. Érika Yahaira Leija Macías. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

 

Queja 61/2017. Rodolfo de la O Hernández. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

 

Queja 62/2017. Hiram Almeida Estrada. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

 

Queja 261/2019. Director General y Subdirectora de Recursos Humanos, ambos de la Policía 

Auxiliar de la Ciudad de México. 12 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Martha Llamile Ortiz Brena. Secretario: Antonio Prats García. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 02 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN FINAL O CUALQUIER OTRA ACTUACIÓN O DETERMINACIÓN 
EN EL PROCEDIMIENTO DE JUICIO POLÍTICO. 

 
La Ley de Amparo es precisa y categórica en establecer en la fracción VII del artículo 61, 

que el juicio de amparo es improcedente contra las resoluciones o declaraciones del 

Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o 

de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en juicio político, sin establecer 

algún tipo de condición o circunstancia adicional; por tanto, el hecho de que las 

Constituciones correspondientes confieran a las Legislaturas la facultad de resolver 

soberana o discrecionalmente, al emitir ciertos actos, no constituye una condicionante 

para estimar actualizada la hipótesis de improcedencia respectiva a los actos emitidos en 

juicio político, por tratarse de un supuesto nuevo a aquel que establecía la anterior Ley de 

Amparo, para declaraciones o resoluciones emitidas en elección, suspensión o remoción 

de funcionarios. En efecto, el actual artículo 61, fracción VII, de la Ley de Amparo establece 

como supuestos de improcedencia, las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal 

o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas 

Comisiones o Diputaciones Permanentes, cuando se trate de: a) Declaración de 

procedencia; b) Juicio político; y, c) Elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los 

casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver 

soberana o discrecionalmente. En consecuencia, si conforme a la abrogada Ley de 

Amparo, contra la decisión que se tomara en el juicio político, era improcedente el juicio 

de amparo, y la actual ley no hace distinción sobre la etapa o naturaleza de la resolución 

respectiva, con mayor razón debe considerarse improcedente respecto de las actuaciones 

previas que motivaron la resolución correspondiente, pues tienen la misma naturaleza 

política. Por tanto, el amparo indirecto es improcedente contra la resolución final, y 

respecto de cualquier otra actuación o determinación, una vez que se ha emitido el auto 

de incoación a juicio político, a un servidor público con motivo del ejercicio en el cargo 

conferido. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 
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Queja 157/2018. Agustín Flores Díaz. 23 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rochin García. Secretario: Juan Daniel Núñez Silva. 

 

Queja 263/2018. Jesús Ramírez de la Torre. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Alberto Martínez Hernández. Secretaria: Karla Azucena López González. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SI SE ACTUALIZA 
CONTRA LAS DETERMINACIONES DE UN PROCEDIMIENTO DE JUICIO 
POLÍTICO CONTRA UN SERVIDOR PÚBLICO, TAMBIÉN LO ES, POR 
EXTENSIÓN, RESPECTO DE LA EXPEDICIÓN DE LOS ARTÍCULOS QUE SE 
RECLAMEN. 
 

Conforme al criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

jurisprudencia de rubro: "LEYES O REGLAMENTOS, AMPARO CONTRA, PROMOVIDO CON 

MOTIVO DE SU APLICACIÓN.", cuando se promueve un juicio de amparo indirecto contra 

una ley o reglamento con motivo de su aplicación concreta en perjuicio de la quejosa, no 

puede desvincularse el estudio de la disposición impugnada del que concierne a su acto 

de aplicación. En ese sentido, si el amparo es notoriamente improcedente contra el acto 

de aplicación, igualmente lo será contra la legislación reclamada. En otras palabras, dado 

que el juicio de amparo es improcedente contra las determinaciones de un procedimiento 

de juicio político en contra de un servidor público, entonces, de forma extensiva, también 

lo es respecto de la expedición de los artículos reclamados. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Queja 157/2018. Agustín Flores Díaz. 23 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rochin García. Secretario: Juan Daniel Núñez Silva. 

 

Queja 263/2018. Jesús Ramírez de la Torre. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Alberto Martínez Hernández. Secretaria: Karla Azucena López González. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Séptima Época, Volúmenes 181-186, Primera Parte, enero a junio de 1984, 

página 251, registro digital: 232361. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE 
PROMUEVE POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO DE JUICIO POLÍTICO, SE ACTUALIZA LA CAUSAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 
Si bien es cierto que el derecho de petición protegido por el artículo 8o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se sustenta en el deber de todos los funcionarios y 

empleados públicos de contestar en breve término cualquier solicitud formulada por escrito 

por los particulares, de manera pacífica y respetuosa y, por regla general, ante la omisión 

de emitir la respuesta correspondiente procede el juicio de amparo indirecto; también lo es 

que ello acontece en el supuesto de que aquélla no se hubiera formulado en el contexto 

de un juicio de naturaleza eminentemente político. De esta manera, los escritos 

presentados por un servidor público ante las autoridades del Congreso respectivo, cuya 

solicitud se centra en conocer el estado procesal de un juicio político instaurado en su 

contra, o bien, para impulsar su prosecución, no derivan del ejercicio de un derecho de 

petición auténtico, como cualquier ciudadano, sino de una pretendida omisión dentro del 

trámite respectivo al no haber sido atendida dicha solicitud. De ser cierta, en su contra es 

improcedente el juicio de amparo indirecto, pues se actualiza de manera expresa una 

causal específica que comprende tanto las acciones como las omisiones reprochadas en 

aquél, en términos del artículo 61, fracción VII, de la Ley de Amparo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Queja 157/2018. Agustín Flores Díaz. 23 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rochin García. Secretario: Juan Daniel Núñez Silva. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL ARTÍCULO 34 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE PARA DETERMINAR EL MOMENTO EN QUE INICIA O SE 
INTERRUMPE EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PREVISTO EN EL 
PRECEPTO 381, NUMERAL 1, DEL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y 
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES (LEGISLACIÓN ABROGADA). 
 

 

El artículo 381 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales abrogado, 

se encuentra en el libro séptimo: "De los regímenes sancionador electoral y disciplinario 

interno", título segundo: "De las responsabilidades de los servidores públicos del Instituto 

Federal Electoral", capítulo segundo: "Del procedimiento para la determinación de 

responsabilidades administrativas". Ahora, el punto 1 del numeral referido señala la manera 

en que dan inicio los procedimientos de responsabilidad administrativa de los servidores 

públicos del otrora Instituto Federal Electoral –actualmente Instituto Nacional Electoral–, con 

la condicionante de que la denuncia no debe ser anónima; asimismo, precisa que las 

responsabilidades administrativas prescribirán en tres años. Por su parte, el punto 2 del 

mismo precepto, a falta de disposición expresa en dicho capítulo, remite a otras normas, a 

saber: 1) las reglas de sustanciación y resolución del procedimiento sancionador descrito 

en el título primero del libro séptimo; 2) la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 

de los Servidores Públicos abrogada; y, 3) la Ley de Fiscalización Superior de la Federación 

abrogada. De lo anterior se advierte que el capítulo segundo mencionado ni el título 

primero del libro séptimo de dicho ordenamiento establecen a partir de qué momento 

inicia o se interrumpe el cómputo del plazo de prescripción previsto en el numeral 381, punto 

1, citado. Por tanto, el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 

los Servidores Públicos es aplicable supletoriamente en esos aspectos, pues se cumplen los 

presupuestos para que se actualice la supletoriedad, ya que el ordenamiento suplido, en 

el punto 2 indicado, la admite expresamente y dispone que esa ley es aplicable, entre otros 

ordenamientos; asimismo, contiene la figura jurídica de la prescripción, regulada 

insuficientemente, aunado a que no contraría las disposiciones del código aludido, sino que 

soluciona el problema jurídico planteado. 
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 487/2018. José Antonio Jiménez Galindo. 20 de junio de 2019. Unanimidad 

de votos. Ponente: Francisco García Sandoval. Secretario: Artemio Curiel Fregoso. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 
PARTICULARES. AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE VERIFICACIÓN 
EN LA MATERIA, POR NO TENER UNA FINALIDAD SANCIONADORA, LE SON 
INAPLICABLES LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL. 
 

En términos de su artículo 1, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 

de los Particulares tiene la finalidad de regular el tratamiento legítimo, controlado e 

informado de esos datos, a efecto de garantizar la privacidad y el derecho a la 

autodeterminación informativa de las personas. A fin de lograr ese cometido, tanto en 

dicho ordenamiento como en su reglamento se prevén tres procedimientos, a saber de: a) 

protección de derechos, cuya materia estriba en la solicitud de acceso, rectificación, 

cancelación u oposición de la publicación de datos personales efectuada por el titular de 

éstos a la responsable de su tratamiento y la respuesta recaída a la misma; b) verificación, 

que tiene como finalidad vigilar el cumplimiento de la propia ley y de la normativa que de 

ésta derive, ya sea de oficio o a petición de parte; y, c) imposición de sanciones, para 

determinar la que corresponda en caso de que con motivo del desahogo de alguno de los 

procedimiento anteriores, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales, conozca de un presunto incumplimiento de alguno de los 

principios o disposiciones de la Ley. Por su parte, en la jurisprudencia 2a./J. 124/2018 (10a.), 

de título y subtítulo: "NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. PARA QUE LES RESULTEN 

APLICABLES LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN AL DERECHO PENAL, ES NECESARIO QUE TENGAN LA 

CUALIDAD DE PERTENECER AL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.", la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que las técnicas garantistas del 

derecho penal aplican al derecho administrativo con matices y siempre que se trate de 

procedimientos sancionadores, es decir, aquellos cuyo despliegue implique la 

manifestación de la facultad punitiva del Estado. Por tanto, en relación con el 

procedimiento administrativo de verificación en materia de protección de datos personales 

en posesión de los particulares son inaplicables las técnicas señaladas, ya que no tiene una 

finalidad sancionadora, como el diverso de imposición de sanciones indicado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 695/2018. Educar, A.C. 19 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Homero Fernando Reed Mejía. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 124/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de noviembre de 2018 a las 10:41 horas 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, Tomo II, 

noviembre de 2018, página 897, registro digital: 2018501. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA ANTE LA PROLONGADA 
OMISIÓN DE LLEVAR A CABO ACTUACIONES ENCAMINADAS A INTEGRAR 
UNA AVERIGUACIÓN PREVIA A SU CARGO, SI NO EXISTE UN MOTIVO 
RAZONABLE QUE LO JUSTIFIQUE. 
 

 

El análisis integral de los diversos preceptos que rigen la actuación de los agentes del 

Ministerio Público de la Federación, entre los que destacan los artículos 4, fracciones I, 

apartado A), inciso b), y V, 62, fracciones I, VI y XI, 63, fracciones I y XVII, y 81 de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República, vigente hasta el 14 de diciembre de 

2018, 2, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, así como 40, 

fracciones I y XVII, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública revela que 

ninguno señala cuál es el plazo específico del que aquellos servidores públicos disponen 

para integrar una averiguación previa, o bien, qué lapso es suficiente para estimar que se 

ha actualizado una dilación en ese tipo de procedimientos; sin embargo, dicha 

circunstancia no impide reconocer que esos servidores públicos no se encuentran exentos 

de incurrir en responsabilidad administrativa ante la prolongada omisión (por ejemplo, 7 

meses) de llevar a cabo las actuaciones encaminadas a integrar una averiguación previa 

a su cargo, si no existe un motivo razonable que lo justifique. Ciertamente, si se tiene en 

cuenta, por una parte, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el 

servicio público está rodeado de múltiples obligaciones que no están detalladas a manera 

de catálogo en alguna norma de carácter general, sino dispersas en ordenamientos de 

diversa naturaleza que rigen el actuar de la autoridad y, por otra, que existen supuestos en 

que las distintas atribuciones de un servidor público son consecuencia directa y necesaria 

de la función que desarrollan, es decir, que se trata de conductas inherentes al cargo que 

desempeñan, se concluye que la ausencia de un dispositivo que prevea un referente 

temporal que sirva de parámetro para estimar cuándo se está en presencia de una dilación 

en la integración de la averiguación previa es insuficiente para eximir a dichos servidores 

públicos de responsabilidad administrativa, sobre todo porque los propios preceptos que 

regulan su actuación exigen que los agentes de la indicada institución ministerial actúen 

con prontitud, evitando, en la medida de lo posible, cualquier retraso injustificado, 
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particularmente en la investigación y persecución de los delitos, es decir, prevén como 

obligación a cargo de esa clase de servidores públicos desempeñarse de manera rápida, 

continua e ininterrumpida, con la finalidad de hacer compatible su actuación con el 

derecho de la sociedad a la obtención de justicia pronta y expedita. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

274/2019. Directora General de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de la República. 11 

de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: 

Roberto Zayas Arriaga. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS 
COMETIDAS POR UN TRABAJADOR. ES INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN 
EL JUICIO LABORAL CUANDO EXISTE CONFESIÓN FICTA DE ÉSTE, NO 
DESVIRTUADA CON PRUEBA EN CONTRARIO, EN RELACIÓN CON LOS 
HECHOS QUE LA MOTIVARON. 
 

 

Por regla general las actas administrativas levantadas en la investigación de las faltas 

cometidas por un trabajador, para que no den lugar a que se invaliden, deben ratificarse 

en el juicio laboral por quienes las suscriben, para dar oportunidad a la contraparte de 

repreguntar a los firmantes del documento, con el objeto de que no se presente la 

correspondiente indefensión, habida cuenta que al tratarse de un documento privado, 

debe ser ratificado por sus signantes, a fin de alcanzar plena eficacia probatoria, pues de 

no hacerlo la acusación perdería sus efectos y no habría lugar a imponer sanción alguna. 

Como excepción a esa regla, la ratificación es innecesaria cuando el trabajador acepta 

plenamente su responsabilidad en los hechos que se le atribuyen como causal de rescisión 

de la relación de trabajo. En este sentido, si en autos del juicio natural consta la confesión 

ficta del trabajador, no desvirtuada con elemento de prueba alguna en contrario, en 

cuanto a la falta que se le imputa; dicha probanza, en términos de la jurisprudencia 4a./J. 

4/92, de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 52, abril de 

1992, página 15, registro digital: 207848, de rubro: "CONFESIÓN FICTA A CARGO DEL 

TRABAJADOR. TIENE VALIDEZ PARA ACREDITAR HECHOS, AUN LOS RELACIONADOS CON 

DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN TIENE OBLIGACIÓN LEGAL DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN 

JUICIO.", es apta y suficiente para tornar innecesaria la ratificación del acta administrativa 

ya que ante el reconocimiento de los hechos señalados en ella, deviene ocioso el 

perfeccionamiento. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 694/2018. 4 de julio de 2019. Unanimidad de votos; mayoría en cuanto al 

sentido y tema de la tesis. Disidente y Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: 

Ismael Martínez Reyes. 
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Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 

 

  



                             Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control  

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

                “2019, Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata"  
 
 

INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021021  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de noviembre de 2019 10:26 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: VII.2o.T.J/55 (10a.)  

 

AMPARO ADHESIVO. PARA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
PUEDA EXAMINAR UNA VIOLACIÓN PROCESAL COMETIDA DURANTE LA 
SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO, EL QUEJOSO ADHERENTE DEBE 
EXPRESAR, EN ABSTRACTO, EN QUÉ FORMA PODRÍA TRASCENDER EN SU 
PERJUICIO, EN CASO DE OTORGARSE EL AMPARO PRINCIPAL. 
 

 

De la interpretación conjunta y sistemática de los artículos 174 y 182 de la Ley de Amparo, 

se concluye que tanto en el juicio de amparo directo principal, como en el adhesivo, el 

quejoso y el tercero interesado, respectivamente, podrán hacer valer las violaciones 

procesales que estimen fueron cometidas en su agravio, pero para que puedan ser 

atendidas, la ley les impone la obligación de precisar en los conceptos de violación, 

principales o adhesivos (sin hacer distinción), la forma en que las violaciones que se 

aleguen, trascendieron o puedan trascender en su perjuicio al resultado del fallo; por lo que 

la omisión de satisfacer esta carga en su demanda, cuando el asunto se rige por el principio 

de estricto derecho, trae como consecuencia que el Tribunal Colegiado de Circuito no esté 

obligado a su análisis, exceptuando los casos en que proceda la suplencia de la queja y 

siempre que no pase por alto su obligación de atender a la causa de pedir expresada por 

los promoventes, dado que el quejoso debe proporcionar al tribunal de amparo todos los 

elementos necesarios para el estudio del asunto. Lo anterior, revela que para que sea 

atendible una violación ocurrida durante el procedimiento, es necesario que se afecten las 

defensas del quejoso, quien debe explicar cómo trascendió al resultado del fallo; carga 

justificativa que respecto al amparo principal pudiera no representar ningún problema de 

intelección; sin embargo, cuando este supuesto se traslada al amparo adhesivo, cobra 

especial relevancia que el adherente en sus conceptos de violación realice esa explicación 

en abstracto, debiendo argumentar, en un juicio de probabilidades, la forma en que esa 

infracción podría trascender, pues aun cuando la violación adjetiva de momento no le 

generó resultado adverso, ya que obtuvo resolución favorable, lo cierto es que debe 

razonar cómo en un momento dado este desacato a las reglas esenciales del 

procedimiento, podría influir en el resultado del fallo, en caso de que se le otorgara el 

amparo al quejoso en lo principal; de lo contrario, su motivo de disenso será declarado 

inoperante, por incompleto o insuficiente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo directo 443/2018. 3 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretarios: Ismael Martínez Reyes, Juan Manuel Jiménez 

Jiménez y José Vega Luna.  

 

Amparo directo 444/2018. 3 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretarios: Ismael Martínez Reyes, Juan Manuel Jiménez 

Jiménez y José Vega Luna.  

 

Amparo directo 445/2018. 3 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretarios: Ismael Martínez Reyes, Juan Manuel Jiménez 

Jiménez y José Vega Luna.  

 

Amparo directo 446/2018. 3 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretarios: Ismael Martínez Reyes, Juan Manuel Jiménez 

Jiménez y José Vega Luna.  

 

Amparo directo 575/2018. 12 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 

Moreno Correa. Secretarias: Anabel Morales Guzmán, Silvia Valeska Soberanes Sánchez y 

Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 

 

Ejecutorias  

Amparo directo 575/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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AUTORIZADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS AUTORIDADES CON 
CARÁCTER DE TERCERO INTERESADAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA 
DESIGNARLOS Y, POR TANTO, ÉSTOS NO SE ENCUENTRAN LEGITIMADOS 
PARA INTERPONER RECURSOS DE REVISIÓN. 
 

 

La circunstancia de que la autoridad haya intervenido como contraparte del agraviado, 

derivado de la impugnación de algún acto u omisión, o de que tenga un interés contrario 

a éste en el juicio de amparo, no desvirtúa su naturaleza de autoridad, pues no queda 

desprovista de su carácter de ente público y, por ende, en ningún momento puede 

asimilarse a un particular o confundirse con éste. Así, la porción normativa que corresponde 

al último párrafo del artículo 10 de la Ley de Amparo alude a una regla que debe 

observarse cuando se trate de establecer cómo opera en el juicio de amparo la 

representación de la autoridad cuando tenga el carácter de tercero interesada, misma 

que remite al artículo 9o. de la ley citada, es decir, la representación o sustitución durante 

la instrucción del juicio de amparo para dicha parte se realizará conforme a las 

disposiciones legales y reglamentarias aplicables o, en todo caso, por medio de oficio 

podrán acreditar delegados para que actúen conforme a sus propios intereses. Por tanto, 

la autoridad tercero interesada no está facultada para designar autorizados y, por tanto, 

éstos no están legitimados para interponer recursos de revisión, pues su representación en 

juicio se rige por el último párrafo del artículo 10 del ordenamiento mencionado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 225/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Administrativa 

del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 

Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 

Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 

Fraga Jiménez.  

 

Tesis y criterio contendientes:  
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Tesis PC.I.A. J/92 A (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO. LAS AUTORIDADES 

TERCERO INTERESADAS ESTÁN FACULTADAS PARA DESIGNAR DELEGADOS Y ÉSTOS ESTÁN 

LEGITIMADOS PARA INTERPONER ESE RECURSO.", aprobada por el Pleno en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo III, enero de 2017, página 1844; y,  

 

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 

al resolver el amparo en revisión 17/2019.  

 

Tesis de jurisprudencia 147/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve. 

 

Ejecutorias  

Contradicción de tesis 225/2019. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 


